
 
 

 

 

 

 

 

RÉGIMEN SANCIONADOR APLICABLE EN MATERIA DE AGUAS 

El ejercicio de la potestad sancionadora tiene como finalidad principal el servir de medida 

disuasoria del incumplimiento de la normativa en materia de aguas. Su regulación se 

contiene en el Titulo VII “De las infracciones y sanciones y de la competencia de los 

Tribunales”, artículos 116 y siguientes, de la Ley de Aguas, Texto Refundido aprobado por 

el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, modificado por la Ley 25/2009, de 22 de 

diciembre, de modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre 

acceso a las actividades de servicios y su ejercicio, y por la disposición adicional 20 de la 

Ley 53/2002, de 30 de diciembre de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.  

Artículo 116. Acciones constitutivas de infracción. 

 

1. El incumplimiento de lo establecido en esta Ley será sancionado con arreglo a lo 

dispuesto en este Título y en el Título IX de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común. 

  

2. La responsabilidad será solidaria cuando sean varios los responsables y no sea posible 

determinar el grado de participación de cada uno de ellos en la comisión de la infracción. 

 

3. Se considerarán infracciones administrativas: 

 

a) Las acciones que causen daños a los bienes de dominio público hidráulico y a las obras 

hidráulicas. 

b) La derivación de agua de sus cauces y el alumbramiento de aguas subterráneas sin la 

correspondiente concesión o autorización cuando sea precisa. 

c) El incumplimiento de las condiciones impuestas en las concesiones y autorizaciones 

administrativas a que se refiere esta Ley, sin perjuicio de su caducidad, revocación o 

suspensión. 

d) La ejecución, sin la debida autorización administrativa, de otras obras, trabajos, siembras 

o plantaciones en los cauces públicos o en las zonas sujetas legalmente a algún tipo de 

limitación en su destino o uso. 

e) La invasión, la ocupación o la extracción de áridos de los cauces, sin la correspondiente 

autorización. 



 
 

 

 

 

 

 

f) Los vertidos que puedan deteriorar la calidad del agua o las condiciones de desagüe del 

cauce receptor, efectuados sin contar con la autorización correspondiente. 

g) El incumplimiento de las prohibiciones establecidas en la presente Ley o la omisión de los 

actos a que obliga. 

h) La apertura de pozos y la instalación en los mismos de instrumentos para la extracción de 

aguas subterráneas sin disponer previamente de concesión o autorización del Organismo de 

cuenca para la extracción de las aguas. 

i) La no presentación de declaración responsable o el incumplimiento de las previsiones 

contenidas en la declaración responsable para el ejercicio de una determinada actividad o 

de las condiciones impuestas por la Administración para el ejercicio de la misma. 

j) La inexactitud, falsedad u omisión en los datos, manifestaciones o documentos que se 

incorporen o acompañen a la declaración responsable. 

 

Artículo 117. Calificación de las infracciones. 

  

1. Las citadas infracciones se calificarán reglamentariamente de leves, menos graves, 

graves, o muy graves, atendiendo a su repercusión en el orden y aprovechamiento del 

dominio público hidráulico, a su trascendencia por lo que respecta a la seguridad de las 

personas y bienes y a las circunstancias del responsable, su grado de malicia, participación 

y beneficio obtenido, así como al deterioro producido en la calidad del recurso, pudiendo ser 

sancionadas con las siguientes multas: 

  

Infracciones leves, multa de hasta 10.000,00 euros. 

  

Infracciones menos graves, multa de 10.000,01 a 50.000,00 euros. 

  

Infracciones graves, multa de 50.000,01 a 500.000,00 euros. 

  

Infracciones muy graves, multa de 500.000,01 a 1.000.000,00 euros. 

  

2. Con carácter general, para la valoración del daño en el dominio público hidráulico y las 

obras hidráulicas se ponderará su valor económico. En el caso de daños en la calidad del 

agua, se tendrá en cuenta el coste del tratamiento que hubiera sido necesario para evitar la 

contaminación causada por el vertido y la peligrosidad del mismo. Todo ello, de acuerdo con 

lo que reglamentariamente se establezca. 



 
 

 

 

 

 

 

  

3. La sanción de las infracciones leves y menos graves corresponderá al Organismo de 

cuenca. En relación con las primeras se establecerá reglamentariamente un procedimiento 

abreviado y sumario, respetando los principios establecidos en el capítulo II del Título IX de 

la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 

y del Procedimiento Administrativo Común. Será competencia del Ministro de Medio 

Ambiente la sanción de las infracciones graves y quedará reservada al Consejo de Ministros 

la imposición de multas por infracciones muy graves. 

  

4. El Gobierno podrá, mediante Decreto, proceder a la actualización del importe de las 

sanciones, previsto en el apartado 1 de este artículo. 

 

 

Artículo 118. Indemnizaciones por daños y perjuicios al dominio público hidráulico. 

  

1. Con independencia de las sanciones que les sean impuestas, los infractores podrán ser 

obligados a reparar los daños y perjuicios ocasionados al dominio público hidráulico, así 

como a reponer las cosas a su estado anterior. El órgano sancionador fijará ejecutoriamente 

las indemnizaciones que procedan. 

  

2. Tanto el importe de las sanciones como el de las responsabilidades a que hubiera lugar, 

podrán ser exigidos por la vía administrativa de apremio. 

  

 

Artículo 119. Multas coercitivas. 

  

1. Los Órganos sancionadores podrán imponer multas coercitivas en los supuestos 

contemplados en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 

Procedimiento Administrativo Común. La cuantía de cada multa no superará, en ningún 

caso, el 10 por 100 de la sanción máxima fijada para la infracción cometida. 

  

2. Para garantizar la eficacia de la resolución final que pudiera recaer, podrán adoptarse, 

con carácter provisional, las medidas cautelares que resulten necesarias para evitar la 

continuación de la actividad infractora, como el sellado de instalaciones, aparatos, equipos y 

pozos, y el cese de actividades. 



 
 

 

 

 

 

 

  

Artículo 120. Infracciones constitutivas de delito o falta. 

  

En los supuestos en que las infracciones pudieran ser constitutivas de delito o falta, la 

Administración pasará el tanto de culpa a la jurisdicción competente y se abstendrá de 

proseguir el procedimiento sancionador mientras la autoridad judicial no se haya 

pronunciado. La sanción de la autoridad judicial excluirá la imposición de multa 

administrativa. De no haberse estimado la existencia de delito o falta, la Administración 

podrá continuar el expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales hayan 

considerado probados. 

  

 

Artículo 121. Jurisdicción competente. 

  

Corresponde a la jurisdicción contencioso-administrativa el conocimiento de las pretensiones 

que se deduzcan en relación con los actos de cualesquiera Administraciones públicas en 

materia de aguas, sujetos al Derecho Administrativo. 

 


